
mildemente pienso lo contrario: Que valdría la pena vivirIa para lu-
char por el advenimiento de la justicia.
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EL ESTADO ~EEMERGENCIA ECONOMICA y SOCIAL

DR, FABIO RESTREPO ARTEAGA

ANTECEDENTES.

El fracaso de la Teoría del Orden Público Económico-Social den-
tro 'del régimen del Estado de Sitio, se evidenció con una nitidez in-
soslayable cuando, en el año de 1953 la Comisión de Estudios Cons-
titucionales designada por el Gobierno Nacional con el encargo de
elaborar un proyecto de Constitución, sugirió la creación de un me-
canismo que permitiera al Ejecutivo, en caso de presentarse circuns-
tancias de índole económica que fueran capaces de producir perturba-
ciones del orden social, hacer frente a dicha situación armado de ins-
trumentos legales de indiscutible juridicidad.

El Gobierno de ese entonces acogió la iniciativa en lo sustancial,
y presentó a consideración de la Asamblea Nacional Constituyente .el

siguiente texto:

"Artículo 122. En caso de grave anormalidad económica,
podrá el Presidente de la República ,con la firma de todos
los Ministros y previo concepto del Consejo Nacional de
Planificación, dictar las providencias que juzgue necesarias
para conjurar la situación.
"Los decretos que expida el Presidente en ejercicio de esta

• Capítulo de la tesis de grado del autor intitulada: El Estado de Sítio en Colombia.
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'1"

atribución tendrán carácter obligatorio y sólo dej arán de
. d 1 re-grr cuan o e Gobierno, de acuerdo con el Consejo Nacio 1

de Planificación, así lo resuelva o cuando el Congres ~a
modifique" (1). o os

En la exposición de motivos que acompañó el proyecto se puede 1 .
"E 1 'd eer.n a VI a contemporánea los trastornos de carácter _, . eco
nomico acarrean perturbaciones en el orden social de .ífí ., . , SIg-
m rcacion semejante y en veces de mayor monta que las d

. l' ecaracter po ítíco con las cuales fatalmente se coordinan.
Obrar sobre ellas para conjurar sus efectos es deber fun-
damental del Gobierno .que implica la adopción de medidas
rápidas y oportunas so pena de que los males avancen has-
ta hacerse irremediables. Dentro del régimen actual habría
necesidad, o de acudir al artículo 121 de la Constitución equi-
parando aquellas perturbaciones a conmociones internas o
tendría el Gobierno que convocar el Congreso a sesiones ex-
traordinarias y someter la solución del problema al lento
trámite de un proyecto de ley ,con el peligro cierto de que
cuando éste adquiera su fuerza obligatoria ya se hiciera
ineficaz" (2).

Por circunstancias históricas suficientemente conocidas, el proyecto de
reforma a que aludimos nunca llegó a tener vigencia.

En el derecho constitucional americano encontramos de esta ins-
titución claros antecedentes en las Cartas Políticas de las Repúblicas
de Cuba (1940) y Nicaragua (1939 y 1950). La disposición cubana dice
así:

"AtrÍculo 281. El Congreso, mediante ley extraordinaria,
podrá .a solicitud del Consejo de ,Ministros, declarar el estado
de emergencia nacional y autorizar al propio Consejo de
Ministros para ejecer facultades excepcionales en cualquier
caso en que se hallen en peligro o sean atacados la seguri-
dad exterior o el orden interior del Estado con motivo de
guerra, catástrofe. epidemia, grave trastorno económico u
otra cuasa de análoga Índole.

(1) Texto del Proyecto Oficial, pub, en "Revista de la Facultad de Derecho UPB",
Mede~1ín, Tomo IV, Nos. 13-16 (1.953 - 1.954), p. 301.

(2) Opvcit., pg. 301.
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En cada caso la ley extraordinaria determinará la materia
concreta a que habrán de aplicarse las facultades excepcio-
nales, así como el período durante el cual regirán, el que
no excederá nunca de cuarenta y cinco días". (1).

y 1 texto de la Constitución de Nicaragua del año de 1950.expresa:
e -"Articulo 148. Corresponde al Congreso en Cámaras separa-

gas: --------------------------------_.----------------------------------------------.-.-------------
5) declarar, fijando su duración ,el Estado de Emergencia
Económica, cuando así lo exijan las circunstancias anorma-
les del país.
La declaración de tal estado suspenderá, según se ordene,
algunas o todas las garantías consignadas en los artículos
85 y 123.
Las leyes que con base en esta declaración dicte el Poder
Legislativo, o en su receso, el Poder Ejecutivo, no podrán
subsistir en detrimento de las garantías constitucionales in-
dicadas más allá del tiempo fijado para la Emergencia Eco-
nómica: , :" (2).

Los artículos 85 y 123 de la Constitución de Nicaragua se refieren
a la libertad de contratación, de comercio y de industria, y a la irre-
troactividad de la ley, respectivamente.

EL PROYECTO.

Las serias y desembozadas críticas hechas por respetables secto-
res de la opinión pública, a la forma arbitraria como se aplicó el
artículo 121 de la Carta, durante un largo período de la historia co-
lombiana, produjeron como resultado la expedición del Acto Legis-
lativo Número 1 de 1960, modificatorio del régimen de Estado de
Sitio, y al cual ya nos referimos. Pero en aquella oportunidad no se
intentó siquiera considerar la posibilidad de establecer un mecanis-
mo similar al propuesto en 1953, tal vez porque existía la convicción
de que la experiencia de los años sombríos sería motivo suficiente para
evitar reincidir en los mismos vicios y errores funestos que amenaza-
ron seriamente la estabilidad de las instituciones y enturbiaron muchas

(1) LAZCANO y MAZON, Andrés: Constitucio'ltes Políticas de América. Cultural,
S,A., La Habana, 1.942, Tomo 1, pg. 493. .

(2) MUÑOZ, Luis: Comeitarios a las Co'ltStitucio'l!.es Políticas de Iberoamérica. Edi-
ciones jurídicas Herrero, México, D. F., s. f., Tomo II, pg. 1.254.
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de las actuaciones oficiales. También el sentido mismo de la reforma
del año 60 pudo haber pesado en la opinión de los constituyentes en for-
ma adversa a la creación del Régimen de Emergencia Económica y So-
cial, pues el sistema de controles introducido por el Acto Legislativo Nú-
mero 1 parecía ofrecer garantías suficientes de que el régimen de
excepción sólo tendría aplicación en las circunstancias para las cuales
fue creado.

No obstante, la teoría del Orden Público Económico ha gozado
de amplias simpatías en las esferas gubernamentales y tiene a su fa-
vor la complacencia de la Corte Suprema de Justicia. El Ejecutivo ha
continuado legislando sobre cuestiones en un todo ajenas a la nece-
sidad de hacer frente a amenazas de la paz pública o al restable-
cimiento del orden turbado, con base en las facultades que le otorga
el artículo 121 del Código Supremo. Echando mano de esa. disposi-
ción se han creado el impuesto a las ventas, el impuesto a la gasolina
y el a.c.p.m., se han dictado normas sobre comercio internacional y
régimen cambiario, y se han introducido modificaciones al Código
del Trabajo, etc., de donde se saca la necesaria consecuencia, de que
la reforma de 1960 al régimen de Estado de Sitio no ha cambiado
en nada una situación que se pretendió erradicar bajo los mejores
augurios.

Por esta razón ,en el año de 1966 al discutirse el proyecto de re-
forma constitucional presentado por el Gobierno a las Cámaras, se
consideró conveniente hacer el reconocimiento expreso del principio
del Orden Público Económico, diferenciándolo categóricamente del
Orden Público Policivo-Militar, estableciendo para aquel un régimen
regulador distinto al consagrado en la Constitución para el segundo.

Fue el senador Alfonso López Michelsen quien presentó la inicia-
tiva, poniendo a consideración de la respectiva Comisión senatorial
un proyecto en el cual se reglamenta en forma prolija la materia (1).

Esa iniciativa tuvo amplia acogida en el Senado, y después de
interesantes debates fue aprobada la siguiente fórmula:

"Artículo 38. Para artículo 122 de la Constitución:
Cuando sobrevengan hechos, distintos de los expresamente
previstos en el artículo 121, que perturben o amenacen en
forma grave e inminente el orden económico o social del país,

(1) LOPEZ MlCHELSEN, Alfonso: Proyecto de Acto Legislativo mediante el cual se
aclaran, complementan y reforman varias disposiciones de la Constitucional Na-
cional, pub. en "Contrapunto", Medellín, Vol. I, No. 5, Octubre 17 de 1.966. pg. 26.
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podrá el Presidente, previa decisión en Consejo de Ministros
y con la firma de todos ellos, declarar el estado de emergen-
. y en virtud de él dictar decretos con fuerza de leyes per-

era • 1 ..
manentes, destinados exclusivamente a conjurar a crISIS o
a impedir la extensión de sus efectos. . . .
"Tales decretos no podrán derogar ,modIflCar ID su~pender

. 1 Constitución y solamente podrán referirse a materias que
t:ngan una relación directa, exclusiva y espec~fica con. las
causas que determinaron el estado de emergencIa y destma-
dos a poner fin a la anormalidad económica o social.
"La duración del estado de emergencia no excederá de 90
días y no podrá declararse sino una vez por año. El Congre~o.
una vez transcurrido el término del estado de emergencla,
podrá ejercer sobre los decret?s-le~es que h~ya .dictado el
Gobierno la plenitud de sus atrlbUClOnes ,constlt~clO.nales du-
rante las sesiones ordinarias o en las extraordmarlas a que
fuere convocado.
"El Gobierno enviará a la Corte Constitucional, al día si-
guiente de su expedición, los decretos-leyes que dicte en uso
de las facultades que le confiere este articulo, para que aque-
lla decida sobre su constitucionalidad dentro de los quince
días siguientes. Si el Gobierno no cumpliere el deber de en-
viados la Corte Constitucional aprehenderá inmediatamente, . ,..
de oficio su conocimiento y decidirá dentro del mismo térmí-
no. Si dentro de este plazo no decidiere la Corte, los decretos
quedarán sin validez ni efecto alguno.
"Son indelegables por el Gobierno las facultades de que tra-
ta este artículo" (1).

EL ESTADO DE EMERGENCIA ECONOMICA y SOCIAL.

El fenómeno económico tiene una influencia tal en la vida contem-
poránea, que cualquier transtorno que afecte alguna de las fases o eta-
pas a través de las cuales se desenvuelve, puede afectar, y a ~enudo
afecta, en forma insospechada, el ritmo de evolución de las sOCleda~es
organizadas, produciendo perturbaciones en el orden social, en l~ mIS-
ma, o en mayor medida, que las producidas por factores de índole
política.

(1) Proyecto de Acto Legislativo Número 46 de 1.966: en "Anales del Congreso",
Año X, pg. 551.
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Un descenso anormal en los ingresos de cambio exterior produ-
cido por el cierre de mercados externos, que amenace con producir
una crisis económica general, plantea una situación de imprevisibles
consecuencias, tales como el desempleo, el aumento de los costos de
producción, el alza del valor de los servicios, el <Cierrede factorías y
el despido masivo de operarios, la escasez de créditos, etc., lo que
.naturalmente produce malestar general e inconformidad en el agregado
social, con sus secuelas de agitación popular, huelgas, paros; manifes-
-taciones públicas, comisión de delitos ,etc.

Para reprimir y prevenir los actos atentatorios contra el orden
público externo existe el instituto del Estado de Sitio, al cual ya nos
referimos. Para conjurar las situaciones de orden económico y social
que amenazan con producir perturbaciones graves, es necesario un sis-
tema de idéntica eficacia, que permita al Estado afrontar dicha emer-
gencia en forma rápida y efectiva, antes que ella produzca los frutos
menos deseados y los males avancen hasta hacerse irremediables.

En Colombia, la teoría del Orden Público Económico-social, se-
gún la cual el Presidente de la República puede dictar normas de ca-
rácter social y económico encaminadas a buscar el restablecimiento del
orden público cuando fuere turbado, sirvió para llenar el vacío consti-
tucional, dando aplicación extensiva al artículo 121del Código Supre-
mo. Privó en este ,caso el oportunismo político sobre el buen criterio
jurídico y el respeto a las instituciones. No hace falta repetir en este
lugar los argumentos esgrimidos para refutar tan grotesca teoría; lo
dicho en otra parte nos releva del compromiso.

A pesar de que ambas instituciones, el Estado de Sitio y el Es-
tado de Emergencia Económica y Social apuntan hacia un mismo ob-
jetivo, cual es la guarda y conservación del orden, conviene dejar bien
sentadas las diferencias entre una y otra. El régimen de Estado de Si-
tio busca la conservación del orden mediante la remoción de sus cau-
sas materiales inmediatas; el régimen de Emergencia Económica busca
la conservación de ese orden a través de la eliminación de sus causas
mediatas. Las causas materiales inmediatas objeto del régimen de Es-
tado de Sitio son hechos del hombre, en otras palabras, son la con-
ducta humana en cuanto sus manifestaciones antisociales pongan en
peligro la paz pública; las causas mediatas objeto del régimen de Emer-
gencia Económica son las motivaciones de contenido social y económico,
en cuanto tengan influencia en la coducta individual o colectiva de los
individuos, como productoras de fenómenos perturbadores de la paz
'pública y el buen orden de la sociedad. Por último, conviene observar,
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1
' ímcn de Estado de Sitio busca el mantenimiento del orden pú-

que e regl . l' . d. l' l'vo-militar en forma inmediata; mientras e reglmen e
blico po lC' . . d 'br. Económica se endereza al mantemmlento del or en pu 1-
EInergenCla ., ico y sólo en forma indirecta Y mediata busca la conser-
ea economI , . . ..

., del orden público POhClvo-mIlltar.vs.clOn CLa fórmula aprobada en primera vuelta en el ongreso y que apa-

t anscrita arriba no es, ni mucho menos, un modelo de perfec-
rece r ' , . . 'di tituvev si. , d de el punto de vista de la tecmca jurr ea, pero cons 1 uye, SIn
Clon es ." 'bl' 1 bi

dudas una notable lnnova,ClOnen el derecho. pu lCOco om la-
lugar a , '

sponde a una necesidad apremiante, por cuanto los fenomenos
no, y re 1 'd d 1, .cos se suceden en la vida moderna con una ce err a ta, que
economl . , id

n a toda previsión legislativa y exigen un tratamiento rapi o y
escapa " . . d
eficaz que sólo el Ejecutivo esta en condlClOnes de aplicar, so pena e
ue sus efectos ocasionen males irreversibles.

q La declaratoria del Estado de Emergencia Económica y Social,
ue es una situación intermedia entre la anormalidad absoluta (guerra

;xterior o conmoción interna) Y la normalidad total, permitirá al Go-
bierno sin necesidad de declarar turbado el orden público, con sus se-
cuelas de amenaza para los derechos y garantías sociales, dictar normas
de contenido económico y social, tendientes a evitar perturbaciones
del orden público económico. Enervadas las causas sociales y eco-
nómicas en su génesis, el orden público policivo-militar quedará a sal-
vo en un alto porcentaje, ya que en su gran mayoría son factores so-
cio-económicos los perturbadores de la paz pública.

La Instítucionalízacíón del Estado de Emergencia Económica y So-
cial tiene entonces múltiple importancia ,por las siguientes razones:
. -Permite afrontar situaciones de anormalidad económica o social,
sin necesidad de recurrir al régimen de Estado de Sitio, cuyo uso abusi-
vo ha sido proverbial en Colombia;

-Su aplicación prudente y sabia sirve para resguardar tanto el or-
den público económico, como el orden público policivo-militar

-Permite poner en práctica medidas sociales y económicas de
beneficio común sin necesidad de someterlas al largo y muchas veces
estéril proceso legislativo;

-Evita que muchas e importantes decisiones públicas sean tacha-
das de ilegítimas y arbitrarias;

-No es incompatible con el Estado de Sitio. Puede el Gobierno ha-
cer uso de ambas instituciones siempre que la necesidad y la conve-
niencia lo aconsejen, manteniendo su conducta dentro de los respecti-
vos campos normativos que la preceptiva de las disposiciones le seña-
lan en forma nítida.
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REQUISITOS DE LA DECLARATORIA.

De conformidad con el inciso primero del artículo 38 d 1 P
d A t L . 1 . e royecto
e e o egrs ativo, la declaratoria del Estado de Emergencia Eco . .

d b • h 1 . norol_
ea e era acer a el Presidente previa decisión en Consej o de M' ,
t 1 fi d d lnlS-ros y con a irma e to ,os ellos "cuando sobrevengan hechos distintos
de los expre~amente prevIstos en el artículo 121 (conmoción interior y
guerra ext,enor) que amenacen perturbar en forma grave e ínmí t
1 d • , . nen e

e or en e~onormco o social del país", Lo cual quiere decir, que no pue-
de el Presidenta tomar por sí y ante sí la decisión respectiva sino
II d b ' d . , , que

e ae era a optarse en reumon del Consejo de Ministros El de t
t' , d b ' . cre o

en cues ron e era contener además, la firma de 'todo el Mini t .
E t ti . 1 ' seno,

s o lene especia Importancia en caso de que dicho acto sea obíeeo
de demanda por razones de inconstitucionalidad, J

La declarat?r~a es procedente cuando, a juicio del Gobierno, se pre-
senten hechos distintos a la guerra exterior o la conmoción interna, que
am~nacen perturbar en forma grave e inminente el orden económico o
social. En este punto la disposición acusa una vaguedad incontrastable
y deja ,l~ ~uerta abier~a para que se cometan abusos sin cuento. E's nues-
t~a opimon, el Constituyente debió enumerar taxativamente las situa-
clOne~,capaces de producir perturbación del orden, diciendo por ejem-
plo: cuando sobrevengan graves trastornos económicos calamidades
pública.s, epidemi,as, catástrofes, ". Si se tiene en ~uenta que es
al Gobierno a quien compete privativamente valorar las circunstancias
deter~i,nantes del Estado de Emergencia, observamos cla"ramente que la
:edaccI?n de la norma encierra graves peligros, pues otorga al Ejecutivo
ImpreCIsas facultades de las cuales no va a hacer siempre un uso ade-
'cuado a las necesidades' del país,

DECRETOS-LEYES, FACULTADES DEL GOBIERNO,

Una vez entre en vigencia el Estado de Emergencia Económica
y Social, puede el Presidente con la firma del Ministro respectivo die-

"d 'tar ecretos con fuerza de leyes permanentes". Dichas normaciones
no se ~ometen a ningún requisito en particular, a excepción de que su
contenido debe estar encaminado "exclusivamente a conjurar la cri-
sis o a impedir la extensión de sus efectos". A diferencia de los decre-
tos dictados en uso de las facultades del artículo 121, los decretos-le-
yes no necesitan la firma de todos los Ministros, pues ninguna disposi-
ción lo exige,
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De conformidad con lo ,disp,,:esto PQr el inciso primero del pr~yect~,
d etos-Ieyes tienen vigencia permanente y derogan las dISPOSI-

osecr . ., dI d. e les sean contrarras; en esto se diferencian e os ecretosClones qu , , ,
E tado de Sitio, que son eminentemente temporales y únicamente

de s ". tibl 1den la vigencia de las normas que sean mcornpa 1 es con esuspen
estado d~ sitio",

El inciso 20, reitera un principio cardinal de nuestro régimen cons-
t'tucional, cuando dice que "tales decretos no podrán derogar, modi-

f~ r ni suspender la constitución", lo cual es obvio y constituye una
lca drá f' .re etición inútil. Y agrega "y solamente po ran re erirse a materias! tengan una relación directa, exclusiva y específica con las 'causas

que determinaron el estado de emergencia y destinados a poner fin
q , , '1" 1 ti'ta la anormalidad economica y SOCIa , o que cons uye un gran
acierto, ya que señala la pauta a la cual debe ceñir su actuación el
Ejecutivo y fuera de ella su conducta es Ilícita, Ahora bien, dicha
norma señala un criterio claro al cual debe atenerse la Corte Cons-
titucional al proferir sus fallos de inexequibilidad. Comentando esta
disposición el Presidente Lleras Restrepo anota: "La redacción de
esta última parte no es muy afortunada, y las palabras 'relación di-
recta, exclusiva y específica' crean, quizá, condiciones demasiado es-
trechas a la acción del ejecutivo, estrechez que, en mi concepto, de-
be entenderse suavizada por el concepto de finalidad (poner fin a la
anormalidad económica o social; conjurar la crisis e impedir la ex-
tensión de sus efectos) incorporado en el artículo" (1); este argu-
mento especioso nos sirve para relievar la bondad del precepto cri-
ticado,

DURACION.

Según el inciso 39, "la duración del estado de emergencia no
excederá de 90 días y no podrá declararse sino una vez por año".
Se quiso en esta forma poner un límite temporal al estado de anor-
malidad, lo cual es laudable, pues no puede olvidarse que se trata
aquí de una situación excepcional, cuya duración indefinida convier-
te en normal lo que por naturaleza no lo es, con grave peligro para
el orden jurídico. Desafortunadamente la disposición acusa una gra-
ve falla al determinar que el Estado de Emergencia no podrá decla-
ra!se sino una vez al año,' lo que equivale a querer racionalizar fenó-

(1) LLERAS RESTREPO, Carlos: Mensaje del Señor Presidente de la República al
Congreso Nacional. Talleres gráficos del Banco de la República, 1.967,T, I, p. 31.

- 333-



menos cuya ocurrencia escapa a toda previsión normal, queriendo de-
cir, por ejemplo, que en un año sólo se puede presentar una catástrofe ,
una epidemia, o un solo trastorno económico,

En este punto sería más aconsejable, para el caso de presen-
tarse la necesidad de declarar, más de una vez en un año, el ~stado
de Emergencia Económica, consagrar la posibilidad de pedir permi-
so a las Cámaras Legislativas, y en receso de éstas, a la Comisión
Especial Permanente que crea el artículo 79 del proyecto de Acto
Legislativo.

CONTROL LEGISLATIVO.

Una vez terminado el Estado de Emergencia, el Organo Legisla-
tivo resume la plenitud de sus poderes, pudiendo, en consecuencia, le-
gislar sobre las mismas materias que lo haya hecho el Gobierno, re-
formando o derogando las disposiciones dictadas por éste en uso de
las facultades excepcionales, 10 cual no puede hacer durante la du-
ración del Estado de Emergencia.

CONTROL CONSTITUCIONAL.

El inciso 49 del proyecto consagra para el Estado de Emergen-
cia un sistema de control idéntico al establecido para los decretos de
Estado de Sitio o "decretos extraordinarios". Este sistema de con-
trol de consfitucionalidad puede considerarse como automático y di-
recto. Según él, el Gobierno debe enviar a la Corte Constitucional,
al día siguiente de su expedición los decretos que dicte en uso de las
facultades excepcionales, para que ella decida sobre su constitucio-
nalidad dentro de los 15 días siguientes. Si el Gobierno no los enviare
la Corte aprehenderá de oficio su conocimiento, en forma inmediata,
y decidirá dentro del mismo término. Para el caso de que la Corte
Constitucional no resuelva dentro de ese lapso, los decretos quedan
sin validez.

Es conveniente hacer notar que únicamente los decretos-leyes
caen bajo el control automático y directo. El decreto generador de
las facultades de emergencia también está sujeto a revisión, pero so-
lamente cuando es acusado por cualquier persona en acción de ínexe-
quibilidad. Lo mismo puede decirse de las normaciones pronunciadas
en virtud de 10 dispuesto por el artículo 121 de la Ley de leyes, de
conformidad con el proyecto de reforma.

- 334-

El decreto que declara el Estado de Emergencia Económica y
. 1 t rá suj eto al control de constitucionalidad desde el punto

SocIa es a
de vista formal, en los siguientes casos:

C ndo no se haya pronunciado en Consejo de Ministros;
ua 1 M' . t .Cuando no haya sido firmado por todo e mIS erro;

Cuando el Estado de Emergencia haya de tener una dura-
ción superior a los 90 días;
Cuando no se fije el lapso de duración del Estado de Emer-

gencia.

y será objeto de control desde el punto de vista material, cuan-

d 1 Gobierno declare el Estado de Emergencia más de una vez du-
o e 1 d .,

rante el año. Ese decreto no está sujeto al contro e constItucIOna-
lidad en cuanto hace referencia a la oportunidad para dictarIo ~ a .su
necesidad, aspectos que escapan al estudio del contralor constitucío-
nal, por las mismas razones por las cuales también escapa el decreto
que declara turbado el orden público. . , .,

Los decretos-leyes son materia de confrontación constitucional
para examinar si se refieren a materias que tengan un~ relación di-
recta exclusiva y específica con las causas que determmaron el Es-
tado 'de Emergencia económica o social. Cuando así no suceda, el fa-
llo de inexequibilidad se impone.

El inciso 59 preceptúa que "son índelegables por el Gobierno las
facultades de que trata este artículo", lo cual es superfluo en nuestra
opinión, pues el inciso 1Q lo dice implícitamente.

Al confrontar el precepto que autoriza al Presidente de la Re-
pública para declarar el Estado de Emergencia Económica, con la dis-
posición reguladora del régimen de Estado de Sitio, echamos de me-
nos la norma que consagra la responsabilidad del Gobierno cuando
declare el Estado de Emergencia Económica y Social sin haberse pre-
sentado los hechos capaces de producir grave perturbación del orden
social del país. La ausencia de ella puede ser óbice para que se come-
tan graves abusos en el ejercicio del poder, máxime si se tiene en
cuenta que el decreto generador de las facultades excepcional~~ no
está sujeto al control de constitucionalidad en cuanto hace relación a
la oportunidad para dictarlo y a su necesidad. Ojalá el tiempo se
encargue de demostrarnos que nuestros temores eran infundados.
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